
Sentencia 16817/90

CASO PAULSEN-MEDALEN Y SVENSON CONTRA SUECIA

 Artículo 6.1 (Derecho a un plazo razonable) Sentencia de 19 de febrero de 1998

 Mediante sentencia dictada en Estrasburgo el 19 de febrero de 1998 en el caso 
Paulsen-Medalen y Svenson contra Suecia, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos declara, 
de forma unánime, que el procedimiento referente a las restricciones al derecho de visita de la 
señora Paulsen-Medalen a sus dos hijos entregados a la asistencia pública ha superado un 
plazo razonable y, por consiguiente, ha dado lugar a una violación del artículo 6.1 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos . Por el contrario, este Tribunal no aprecia, por unanimidad, 
ninguna violación en el caso de la imputación del señor Svenson de que le ha sido imposible 
obtener una resolución judicial sobre su derecho a ver a su hijo y declara que no procede entrar 
a examinar dicha imputación a la luz de los artículos 8 y 13 del Convenio.

 En aplicación de lo dispuesto en el artículo 50 del Convenio, el Tribunal concede a la primera 
demandante una indemnización por daños morales y una cierta cantidad en concepto de 
gastos y costas judiciales.

 La sentencia fue leída en audiencia pública por el señor Rudolf Bernhardt, vicepresidente del 
Tribunal.

 (1) Nota del T.: en francés collège, que es un centro de enseñanza secundaria de categoría 
inferior al lycée, equivalente al instituto español.

 1. HECHOS

 Los demandantes, doña Anne-Marie Paulsen-Medalen y don Sven-Erik Svenson, ambos de 
nacionalidad sueca, nacieron en 1958 y 1957, respectivamente. La primera demandante vive 
en Västra Frölunda y el segundo en Partilla (Suecia).

 La primera demandante tiene dos hijos, P. y J., nacidos en 1984 y 1986. De 1984 a 1989, 
cuando vivían en casa de sus padres, en casa del padre de P. o en casa del segundo 
demandante (padre de J.), la señora Paulsen-Medalen recibía regularmente ayuda económica 
y asistencia por parte de los servicios sociales. El 8 de febrero de 1989, a raíz de una 
investigación, el presidente del Consejo Social del Distrito de Frölunda-Styrsö decidió hacerse 
cargo de los niños de forma provisional. El 17 de marzo de 1989, el Tribunal Administrativo 
Departamental ordenó que los servicios sociales se hicieran cargo de los menores en virtud de 
la Ley de 1980 que contiene disposiciones especiales en materia de asistencia a adolescentes 
(«la Ley de 1980»). La primera demandante impugnó en vano la decisión de entrega 
provisional de los menores a los servicios sociales y la resolución judicial de entrega a los 
servicios sociales, primero respecto de los dos menores y luego sólo respecto de J.

 Entre tanto, los menores fueron entregados a familias de acogida diferentes. Aunque no se 
tomó ninguna decisión para restringir el derecho de visita de la primera demandante, en la 
práctica, parece que sólo podía verlos dos horas y media cada quince días en casa de las 
familias de acogida y dos horas y media en su casa dos veces al año. El 20 de marzo de 1990, 
el presidente del Consejo Social decidió limitar los contactos de la primera demandante con sus 
hijos a dos horas y media cada quince días en el domicilio de las familias de acogida. Esta 
decisión fue anulada por el Tribunal Administrativo Departamental el 20 de junio de 1990, 



mediante una sentencia que fue anulada por el Tribunal Administrativo de Apelación el 6 de 
julio de 1990. El caso fue devuelto al Tribunal Administrativo Departamental para que 
resolviera sobre el fondo. El 5 de noviembre de 1990, el Tribunal Administrativo Supremo 
denegó a la primera demandante la autorización para interponer recurso de casación contra la 
sentencia de 6 de julio.

 El 3 de octubre de 1990, el Tribunal Administrativo Departamental confirmó mediante una 
sentencia la decisión de los servicios sociales sobre las modalidades del derecho de visita. La 
primera demandante recurrió ante el Tribunal Administrativo de Apelación que, el 11 de enero 
de 1991, confirmó la sentencia de la primera instancia. El 23 de julio de 1991, la primera 
demandante fue autorizada a presentar recurso de casación ante el Tribunal Administrativo 
Supremo que, el 28 de junio de 1993, ratificó las decisiones de las jurisdicciones inferiores.

 El 5 de febrero de 1991, el segundo demandante solicitó, por intermedio de su abogado, el 
derecho de ver a J. El servicio social competente le informó de que las disposiciones sobre el 
derecho de visita previstas en la Ley de 1990 sobre disposiciones especiales en materia de 
asistencia a adolescentes (que entró en vigor el 1 de julio de 1990 derogando la Ley de 1980) 
sólo se aplican a los titulares de la custodia, la primera demandante en el presente caso, pero 
que podía examinar la cuestión del derecho de visita con el responsable de seleccionar las 
familias de acogida. El segundo demandante renunció a ir más lejos pero parece que, en 
octubre de 1995, solicitó información en los servicios sociales de Frölunda sobre su derecho de 
visita a J. Estos servicios le contestaron que podría ver a J. en las mismas condiciones que la 
primera demandante. Aparentemente, el interesado no ha emprendido otras acciones para 
obtener el derecho a visitar a su hijo.

 2. PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS

 Instada a conocer del caso por la demanda presentada el 7 de agosto de 1989, la Comisión la 
declaró parcialmente admisible el 7 de septiembre de 1995.

 Después de haber intentado en vano una solución amistosa, el 4 de septiembre de 1996, la 
Comisión aprobó un informe en el que se hacen constar los hechos y se formula, por 
unanimidad, la opinión de que ha habido violación del artículo 6.1 del Convenio en el caso de 
la primera demandante, pero no con respecto al segundo demandante.

 Los demandantes recurrieron a este Tribunal el 25 de octubre de 1996 y, el 21 de febrero de 
1997, el comité de filtración del Tribunal decidió no denegar el examen del caso y someterlo al 
Tribunal.

 3. RESUMEN DE LA SENTENCIA

 I. Artículo 6.1 del Convenio

 1. Sobre el motivo de la primera demandante

 El período que debe considerarse comenzó el 19 de marzo de 1990, fecha en la cual la primera 
demandante presentó a los servicios sociales la solicitud relativa a su derecho de visita y 
terminó el 28 de junio de 1993, fecha en que dictó sentencia el Tribunal Administrativo 
Supremo. Durante este período, la primera demandante obtuvo de las autoridades y de las 



jurisdicciones administrativas un cierto número de decisiones sobre el derecho a ver a sus 
hijos.

 La única fase del procedimiento que plantea problemas en el presente caso se sitúa entre el 
22 de enero de 1991, fecha de la solicitud de la primera demandante de autorización para 
presentar recurso de casación ante el Tribunal Administrativo Supremo, y el 28 de junio de 
1993, el día en que este último decidió confirmar las decisiones de las jurisdicciones inferiores 
referentes a las restricciones al derecho de visita. De los autos no se desprende que la demora 
fuera imputable a la demandante o a la complejidad del caso. En este contexto, no puede 
afirmarse que la autoridad competente haya actuado con la diligencia excepcional requerida 
por el artículo 6.1 del Convenio en casos semejantes. En consecuencia, ha habido violación de 
esta disposición con respecto a la primera demandante.

 2. Sobre el motivo del segundo demandante

 Ciertamente, no parece claro si el padre no titular de la custodia del menor ni de un derecho 
de visita, virtud de una resolución judicial o de un acuerdo, puede hacer valer este derecho al 
amparo del artículo 14 de la Ley de 1990, aunque la redacción de dicha disposición no lo 
excluye. Este artículo se aplica a un «padre o cualquier persona que ostente la custodia [del 
menor]». Por otra parte, los abuelos maternos de J., si bien no entran en la categoría de 
personas mencionadas en el artículo 14, obtuvieron una decisión formal sobre el derecho de 
visita, lo cual permite pensar que el demandante hubiera podido, él también, beneficiarse de 
una medida similar.

 Ciertamente, en respuesta a la solicitud de un derecho de visita formulada por el segundo 
demandante, los servicios sociales rechazaron que una persona distinta del titular de la 
custodia goce de derechos de visita al amparo de la Ley de 1990. No obstante, el demandante 
no llevó la cuestión más adelante cuando fue invitado a discutir modalidades de visita. No 
aportó ningún dato que acreditara su alegación de haber solicitado expresamente en la 
demanda de derecho de visita una decisión formal que el servicio competente no podía o no 
quería darle.

 En estas condiciones, este Tribunal no está convencido de la imputación del segundo 
demandante de que, en cuanto «padre», no pudo obtener una decisión de este tipo. Por lo 
demás, no se ha demostrado que no haya podido iniciar un procedimiento de control 
jurisdiccional, al amparo del artículo 41 de la Ley de 1990, para impugnar ante el Tribunal 
Administrativo Departamental una decisión en la que se le deniega un derecho de visita.

 Habida cuenta de lo anterior, este Tribunal concluye que los hechos de autos no suponen un 
incumplimiento del artículo 6.1 del Convenio en lo que al segundo demandante se refiere.

 II. Artículos 8 y 13 del Convenio

 Visto su fallo con respecto al artículo 6.1, este Tribunal no estima necesario examinar la 
misma imputación a la luz de los artículos 8 y 13.

 III. Artículo 50 del Convenio

 El Tribunal concede a la primera demandante 10.000 SEK por el perjuicio moral provocado 
por la incertidumbre ocasionada por la lentitud de la instancia. Asimismo, el Tribunal ordena al 
Estado demandado a reembolsar a la interesada 40.000 SEK en concepto de gastos y costas 
judiciales por ella incurridos, menos la cantidad ya pagada por el Consejo de Europa.



 La sentencia fue dictada por una Sala integrada por nueve jueces, a saber: R. Bernhardt 
(alemán), presiden te, L.-E. Pettiti (francés), E. Palm (sueca), R. Pekkanen (finés), A. N. 
Loizou (chipriota), M. A. Lopes (portugués), K. Jungwiert (checo), U. Lohmus (estonio) y P. 
Van Dijk (neerlandés), así como H. Petzold, secretario del Tribu nal, y P. J. Mahoney, secretario 
adjunto del Tribunal.


